PROYECTO DE RESOLUCION

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia 

de Buenos Aires

RESUELVE

Dirigirse al Poder Ejecutivo Nacional a fin de expresar su convicción respecto a la necesidad que proceda a derogar la Resolución 125 del Ministerio de Economía, la que establece el incremento y las retenciones móviles, como punto de partida para el restablecimiento de un ámbito maduro de debate y diálogo, tendiente a dotar a la Nación de Políticas de Estado que permitan retomar el trabajo y la producción al servicio del futuro de la Nación y el porvenir de los argentinos todos. 
FUNDAMENTOS
El presente proyecto de resolución está destinado a peticionar al Poder Ejecutivo Nacional que derogue la controvertida Resolución 125 del Ministerio de Economía que establece el incremento y las retenciones móviles que generaron el conflicto con el campo. 
A la luz de los hechos acaecidos y que se suceden a partir del dictado de la misma y habida cuenta de las derivaciones que han conformado el cuadro de situación por éstos días, es obvio que el dictado de esa norma ha provocado una abrupta transformación de la realidad política argentina, por lo que no puede sostenerse que se trate, hoy por hoy, de un conflicto meramente sectorial, habiéndose expandido sobre la sociedad en su conjunto, cuyas expresiones institucionales y la ciudadanía por si, se multiplican a lo largo y a lo ancho del país y expresamente en la Provincia de Buenos Aires, fundamentalmente en los distritos del interior.

Aún antes de ello, podría señalarse que destacados constitucionalistas se han expresado sobre la Resolución 125 que estableció el sistema de retenciones móviles que originó este conflicto, manifestando que es inconstitucional porque no cumple con el principio de legalidad. Todos los impuestos deben ser creados por leyes. En segundo lugar por la delegación que se hace, porque se está delegando una materia que no puede ser delegada. En tercer lugar porque dado el monto de la alícuota supera el límite de la no confiscatoriedad, y que la Corte Suprema la ha fijado en un máximo del 33 por ciento de la base imponible”.

Es más. La propia Justicia declaró "inaplicable" la resolución, en el Juzgado Federal 4 de Mar del Plata, hizo lugar al reclamo de una empresa agropecuaria de Balcarce contra el Gobierno por la aplicación de los derechos de exportación aplicados sobre las alícuotas de soja y girasol. El magistrado consideró, que la Resolución 125/08 del Poder Ejecutivo Nacional "afecta gravemente derechos y garantías de rango constitucional, en particular los artículos 14, 14 bis, 16, 17, 28, 31 y 75 inciso 22 de la Constitución", y que "mediante dicha normativa se concretó un desmedido incremento en los derechos de exportación para las alícuotas de soja y girasol, cuyos niveles se trasladaron al 44,1% y 39,1% respectivamente, habiéndose además implementado un sistema de retenciones móviles que durante cuatro años se ajustará a los precios que indique el mercado de comodities".  
Con estos argumentos, el juez, en este caso particular, precisó que la medida es "inaplicable" por la forma en que se instrumentó, ya que "sólo tuvo en mira un objetivo fiscalista y no fue creada como instrumento de política económica habida cuenta de que tampoco han contemplado las diferentes situaciones particulares de los productores". Y siguió: "Esto fue así, a tal punto que el Gobierno, a través de la normativa posterior (Resolución 284/08 del Ministerio de Economía) y mediante el sistema de reintegros, ha intentado completar la resolución 125 por resultar insuficiente". 

En la Provincia de Buenos Aires, se verifica una doble situación de perjuicio. Por una parte, sus productores que no sólo ven menguados sus ingresos, sino que ello les ha ocurrido en medio del proceso productivo, diseñado por cada cual con la vigencia de reglas que ya no serían las mismas a la hora del final del proceso productivo. Se sembró con determinadas reglas de juego y se las cambió a la hora de la cosecha. Y por la otra, con las retenciones el Gobierno Nacional saca del circuito de los fondos coparticipables miles de millones de pesos, lo que afecta en forma directa al Estado Provincial y a los Municipios bonaerenses. 

Sin perjuicio de la necesidad del dictado de la nueva ley de coparticipación, que permita el adecuado funcionamiento del sistema Federal que la Constitución consagra, y  que el Congreso de la Nación retome sus facultades constitucionales exclusivas para fijar los impuestos nacionales y los derechos de exportación,  es el Gobierno Nacional quien debe retrotraer la medida como punto de partida para el restablecimiento de un ámbito maduro de debate y diálogo tendiente a dotar a la Nación de – más allá y por encima de resoluciones ministeriales con las que se pretende saltear las jerarquías de la pirámide jurídica – de Políticas de Estado que permitan retomar el trabajo y la producción al servicio del futuro de la Nación y el porvenir de los argentinos todos. 
